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Demandado: 

HUMANA VIVIR EPS - CLÍNICA CRUZ VERDE LTDA - CLÍNICA CENTRAL DEL QUINDÍO S.A.
Proceso:


Ordinario – Responsabilidad Civil Médica
Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


RESPONSABILIDAD CIVIL MÉDICA / DEMORA EN LA ATENCIÓN / TESTIMONIO EXPERTO / NO HAY REPAROS A LA VALORACIÓN PROBATORIA / NIEGA / CONFIRMA -  … De estos testimonios técnicos, que lo fueron, por cuanto los galenos atendieron a la paciente, concluyó que la patología causante de la muerte de Diana María Álvarez Osorio no tiene un origen claro, pudo ser un riesgo asociado a la CPRE.

(…)

Efectuado este recuento, vuelve la vista la Sala a lo que fueron los reparos de los demandantes frente al fallo, que someramente se desarrollaron en esta sede. Y al hacerlo, advierte una primera cosa, determinante, además, para el resultado final: que ninguna crítica se le hace al fallo en lo que a la valoración de las pruebas se refiere, es decir, no se aduce ninguna razón por la cual, según los demandantes, el juez de primer grado, se hubiese equivocado en esa apreciación, lo cual era importante para determinar el rumbo que debía tomar esta Corporación. 

Todo lo que se hace es resaltar el contenido de la historia clínica, que fue tenido en cuenta, aludir a unos protocolos y señalar que la carga de la prueba en este caso ha debido estar a cargo de las entidades. 

Sobre este último aspecto, ya se dijo que en este preciso evento, la obligación de probar radica, principio, en el demandante, por tratarse de una responsabilidad con culpa probada. Y se insiste en que, al margen de la flexibilización de esa carga, que ahora se concreta en el nuevo estatuto procesal civil, tal alternativa era innecesaria, porque toda la prueba en que podía fundarse el fallo adoptado, fue allegada al expediente: documentos, testimonios, dictámenes, con la contribución, claro está, de ambas partes, más de las demandadas que de los demandantes, si se quiere. 

Y si ello es así, en vista de que la apreciación de la prueba no fue objeto de réplica por los recurrentes, las conclusiones del juez tendrían que quedar incólumes. 

No obstante ello, si la Sala tuviera que adentrarse en el análisis del acervo, ninguna conclusión distinta podría obtenerse, porque la historia clínica, los testimonios aludidos y, en particular, la prueba pericial, apuntan a que la tardanza en la realización de la CPRE de unos días, ninguna incidencia directa tuvo en el deceso final de la paciente, que lo fue por una pancreatitis aguda que desarrolló, precisamente, después de la realización de ese examen.
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PRETENSIONES. 
 
Pidieron los demandantes que se declarara a las entidades demandadas solidaria y patrimonialmente responsables por los daños causados a los demandantes, debido a la muerte de su hija Diana María Álvarez Osorio y, en consecuencia, se les condenara a pagarles los perjuicios materiales y extrapatrimoniales que cuantificaron, debidamente indexados y con los intereses moratorios respectivos, junto con las costas del proceso. 

HECHOS.
 
Diana María Álvarez Osorio, afiliada a Humana Vivir S.A. EPS ARS, fue atendida por la IPS Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda. y la Clínica Central del Quindío; para la fecha de su muerte tenía 22 años de edad, estaba casada y tenía un hijo, a pesar de lo cual siguió viviendo con sus padres a quienes les brindaba protección económica y emocional, pues su progenitor no se hallaba en condiciones de laborar; además, trabajaba como operaria en Industrias Salgari EU. 
El 16 de diciembre de 2015, consultó por un dolor en epigastrio e hipocondrio derecho, muy agudo; se le practicó una ecografía hepatobiliar con diagnóstico de colédoco dilatado con 6.5 M.M.S., litiasis biliar múltiple, colecistitis crónica, litiasis coledociana; el mismo día fue valorada por el Doctor Gustavo Cajiao quién solicitó, con nota de urgencia, la práctica de la colangiopancreatografía retrógrada endoscópica (CPRE), con la advertencia de que debía hacerse dentro de las 24 horas siguientes al inicio de los síntomas. 

Solo 7 días después se ordenó el referido examen, esto es, el 22 de diciembre de 2005; realizado en la IPS Quindimag en Armenia, con desconocimiento total de la lex artis, que contempla como protocolo la atención del manejo médico dentro de las primeras seis horas para un cólico biliar no complicado y superior a 6 horas para cólico biliar complicado, requiere hospitalización inmediata por las múltiples complicaciones que presenta cualquier paciente con esta patología. Sin embargo, a Adriana María se le suspendió el tratamiento intrahospitalario desde diciembre 17 hasta diciembre 22. 
Entre diciembre 17 y hasta diciembre 22 de 2005 le fue dada salida con incapacidad por el Doctor Gustavo Cajiao, a sabiendas de la gravedad de la paciente y de que su estado requería manejo intrahospitalario, con observación minuciosa y permanente de su evolución y de la respuesta que tuviera al tratamiento para detección de los cambios que pudiera presentar, con seguimiento de la función hepática y pancreática, porque una inflamación en abdomen conlleva complicaciones muy severas como peritonitis, síndrome sistémico por respuesta inflamatoria (SIRS), como sucedió en este caso en el que la paciente falleció por falla multisistémica de difícil manejo en la UCI, que se pudo haber evitado con un adecuado y rápido manejo de su sintomatología. 

Aducen que, a pesar del desarrollo tecnológico y los avances en los medios de diagnóstico como la CPRE, los médicos tratantes olvidaron conocimientos elementales de manejo para preparar a la paciente para una colecistectomía y combatir probables infecciones, dado que ya se tenía un diagnóstico comprobado de colelitiasis y colecistitis y lo único interrogado era la coledocolitiasis, como un drenaje biliar, conductas familiares y perfectamente asumibles por cualquier cirujano. 

Adicionalmente, dicen, la paciente presenta un cuadro respiratorio de tos y secreción mucopurulenta que ameritaba un seguimiento clínico dentro de la hospitalización; su hemograma reflejaba aumento de leucocitos, con propensión a un cuadro infeccioso que, aunado al estado clínico, podría desencadenar en complicaciones respiratorias como las que presentó en la UCI, esto es, neumonía y paro respiratorio. 

La CPRE practicada el 22 de diciembre dio como diagnóstico síndrome de mirizzi tipo 1, esfinterotomía satisfactoria y conducto pancreático principal normal; se recomendó vigilar los datos de hemorragia del tubo digestivo y pancreatitis; el 23 de diciembre fue remitida de la clínica central del Quindío en Armenia a la clínica Cruz Verde de Pereira para cirugía de colecistectomía, pero a pesar de haber presentado la paciente dolor intenso después de practicar la CPRE, que requirió manejo con meperidina, de nuevo se omitió totalmente el protocolo a seguir para el evento de complicaciones posteriores como la pancreatitis debido a la manipulación en la práctica del examen CPRE, no se realizó una tomografía abdominal de control e inexplicablemente se le remitió de Armenia a Pereira en taxi, no en ambulancia, sin realizar junta médica para determinar la procedencia de su remisión a otra ciudad, no obstante que persistía el dolor abdominal fuerte y el tratamiento farmacológico fue inoperante, lo que indicaba una gran inflamación intraabdominal. 

El 24 de diciembre de 2005 a las 9:55 fue llevaba cirugía y en el informe quirúrgico se consignó: "Punción de Kosher. Disección, gran cantidad de líquido peritoneal turbio. Páncreas aumentado de tamaño vesícula con múltiples cálculos, cístico de Calibre normal. Colecistectomía cisto fúndica. Doble ligadura... Y conducto cístico. Colecistectomía susto fúndica no complicaciones, sangrado mínimo, precios completas, rígidas III/V. Espécimen enviado a patología vesícula". El mismo día fue valorada por el doctor Marco Tulio Perilla a las 16 horas y luego a las 19:30 horas; se ordenó su traslado a Armenia por requerir UCI y no se entiende por qué, si en Pereira se contaba para esa época con unidades de cuidados intensivos equipadas en varias instituciones, lo que, debido a la manipulación maximizó el riesgo de manejo de la paciente. 

El 24 de diciembre a las 21:30 el internado en la UCI de la Clínica Central del Quindío con diagnóstico de pancreatitis aguda severa de origen biliar vs post CPRE, pop (pos operatorio) inmediato de colecistectomía, síndrome de respuesta inflamatoria sistémica pronóstico muy reservado; falleció el 16 de enero 2016, por una enfermedad sin entidad mortal si hubiese sido tratada a tiempo por tratarse de una colelitiasis con micro cálculos y colecistitis. 

De acuerdo con la literatura médica y quirúrgica la paciente presentó todas las complicaciones propias de una patología abdominal típica no resuelta, por no haberse atendido con prontitud y celeridad, pudiéndose sintetizar las fallas así: a. No autorizarse oportunamente la CPRE a pesar de la connotación de urgente con que fue solicitada desde diciembre 16 de 2005; b. La ausencia de tratamiento intrahospitalario de la paciente, pues no debió darse la salida así fuera con incapacidad, porque se desconoció el protocolo de cólico biliar complicado; c. No observarse nuevamente el protocolo previsto para el manejo de las complicaciones posteriores a la manipulación por la práctica de la CPRE, al disponer el traslado a otra ciudad en taxi y no en ambulancia, si practicar una tomografía abdominal de control, ni junta médica, no obstante que persistía el dolor abdominal fuerte; d. La falta de atención e inoportunidad cuando a pesar de la gravedad determinada por la crítica condición y el deterioro de su estado de salud, a su regreso a la clínica Cruz Verde de Pereira en diciembre 23 de 2005 no es intervenida inmediatamente sino hasta las 9:55 del siguiente día; e. Posteriormente cuando es nuevamente trasladada  a la UCI en Armenia sin justificación de su remisión a otra ciudad. 

Enseguida se ocuparon de describir en qué consistieron los perjuicios.

TRÁMITE  
 
La demanda fue admitida el 10 de diciembre de 2007, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito local, a la sazón competente. 

La Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda. se pronunció (f. 55, c. 1) en contra de las pretensiones; aludió a los hechos y propuso como excepciones las que llamó inexistencia de nexo causal entre la actuación de sus médicos y la muerte de la paciente.

Su respuesta fue inadmitida (f. 61). Cómo no se corrigió oportunamente se dieron por probados los hechos 11 y 21 de la demanda (f. 156, c. 1). 

La Clínica Central del Quindío S.A. (f. 70, c. 1), aludió a la cuestión fáctica, se opuso a lo reclamado y propuso las excepciones que nominó cumplimiento de obligaciones de la entidad prestadora del servicio de salud y propias del acto médico; inexistencia del elemento subjetivo de la responsabilidad - ausencia de culpa o título de imputación; ruptura del nexo causal caso fortuito- culpa de la víctima, esta última, por cuánto fue ella quien solicitó su remisión y alta voluntaria. 
Adicionalmente, llamó en garantía la compañía Sudamericana de seguros S.A. (f. 96, c. 1). 

Humana vivir S.A. EPS (f. 135, c. 1), se pronunció sobre los hechos y las pretensiones, a las que se opuso; como excepciones presentó las que denominó inexistencia de obligación, responsabilidad por carencia de nexo causal; buena fe carencia de causa y título para pedir, y la genérica. Llamó en garantía a la Clínica Central del Quindío S.A. (f. 152, c. 1) 

La Compañía Suramericana de Seguros S.A. intervino; replicó los hechos y las pretensiones de los demandantes y adujo como excepciones las que rotuló como ausencia de culpa: diligencia y cuidado de la clínica central del Quindío S.A.; inexistencia de nexo causal; causa extraña; excesiva cuantificación de los perjuicios morales; falta de causa para pretender el daño a la vida de relación por las víctimas indirectas; inexistencia de lucro cesante. 

Otra vez intervino la Clínica Central del Quindío, como llamada en garantía (f. f. 204, c. 1); propuso como excepciones las de nulidad de la cláusula contractual que exonera de responsabilidad al llamante, inexistencia de causa.

Se realizó la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS; se decretaron las pruebas y, una vez practicadas y remitida la actuación a los jueces civiles de este circuito, asumió el conocimiento el Segundo de tal especialidad (f. 1197, c. ppal-5); enseguida, corrió traslado para alegar de conclusión, en el que los intervinientes ratificaron sus posiciones. 

EL FALLO DE PRIMER GRADO.  
Negó las pretensiones de los demandantes tras hallar que, de acuerdo con la prueba recolectada, se quedó sin establecer el verdadero origen de la patología causante del fallecimiento de la paciente Diana María Álvarez Osorio, en tanto que la atención médica y la observación de los protocolos médicos estuvieron acordes con su situación; es decir, que se rompió el nexo causal entre el deceso y la conducta desplegada por los galenos que la atendieron. 

LA APELACIÓN.  
 
Apelaron los demandantes, que insistieron en los planteamientos del libelo inicial y en las falencias que hubo en la atención de la paciente. Se sustenta solo en la absolución de Humana Vivir S.A. EPS y Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda. 

Si la IPS Clínica Cruz Verde requería con urgencia el examen de la CPRE para definir una conducta quirúrgica, por ser el tratamiento quirúrgico el único indicado para resolver la patología de ingreso de esta paciente, esa omisión es el hecho detonante de la falla en la prestación del servicio en salud a la señora Diana María Álvarez Osorio. Esta falla se soporta en la consideración de que es inadmisible que clasificada por esta misma IPS el estado de salud con la connotación de urgencia y que se le haya ordenado ese procedimiento con la misma connotación, no haya sido autorizada por la EPS oportunamente ni realizada con la misma urgencia recomendada por el médico tratante de la EPS; adicionalmente, se incumplieron los protocolos médicos cuando se ordenó el egreso de la paciente del centro hospitalario Cruz Verde Ltda., para que fuera ella quien gestionara ante la EPS la autorización del examen requerido con urgencia. Se considera que la desatención de la orden impartida por el médico de la IPS es la que da inicio al incumplimiento y a la violación de los protocolos médicos de la atención en salud de la paciente fallecida; es por ello que los demandantes pretenden que se declare responsables a estas dos entidades, con sustento en la historia clínica, los testimonios y los dictámenes. Que se tengan por reproducidos los argumentos reseñados en la interposición del recurso. 

La aseguradora que concurrió pidió que se confirmara la sentencia en lo que a la Clínica Central del Quindío y a ella se refiere, porque no fue objeto de impugnación. 

CONSIDERACIONES
1. Concurren los presupuestos procesales y no hay causales de nulidad que hagan decaer lo actuado. 
2. Las partes están legitimadas. Álvaro Erned Álvarez Encizo y María Rosalba Osorio Orozco, reclaman como padres de Diana María Álvarez Osorio, los perjuicios derivados de su muerte, y aquella calidad está acreditada con el documento de folio 27 del cuaderno principal. 
Por pasiva, Humana Vivir S.A. EPS ARS, la Unidad Clínica Cruz Verde Ltda. y la Clínica Central del Quindío S.A.; la primera aceptó en la respuesta a la demanda la afiliación (f. 153, c. 1); y las otras dos, admitieron haber atendido a la paciente por la época de su deceso, como se lee en sus respuestas (f. 55 y 72, c. 1). A ellas, en adición, se les imputa la causación del daño.
3. Corresponde a la Sala decidir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones de los demandantes, porque halló que en este caso hay ausencia de culpa y se rompió el nexo causal; o se revoca, como piden ellos, por cuanto se acreditaron todos los elementos que estructuran la responsabilidad médica.
4. Antes de acometer ese análisis, se recuerda que ahora, más que antes, el campo de acción del superior en el recurso de apelación es restringido. Aquello que se da en denominar la pretensión impugnaticia, impone, en los términos del artículo 328 del CGP, que el juez de segundo grado solo puede pronunciarse sobre los argumentos expuestos por el apelante, sin perjuicio de las decisiones que deban adoptarse de oficio, en los casos previstos en la ley, que no vienen a esta situación. Lo cual debe destacarse, en la medida en que el Juzgado absolvió a las tres entidades demandadas, incluyendo a la Clínica Central del Quindío S.A., pero basta revisar la sustentación del recurso, para concluir que tal aspecto de la litis quedó por fuera de controversia, en la medida en que la alzada se limita a pedir que se revoque el fallo en lo que tiene que ver con las otras dos entidades, esto es, Humana Vivir S.A. EPS ARS y la Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda. Por lo mismo, sobra cualquier alusión que se haga en torno a la aseguradora llamada en garantía por aquella demandada.
Esto, por supuesto, sin entrar en consideraciones sobre el llamamiento en garantía que se le hizo, ya que, a términos del artículo 56 del CPC, al que remitía el 57 de la misma obra, vigentes para cuando se cumplió esa fase del proceso, pero cuyo contenido se reitera ahora en el artículo 66 del CGP, en la sentencia se resuelve sobre esa citación, solo si ello es pertinente, esto es, si se impone alguna carga a quien efectuó ese llamamiento, por lo cual, la cuestión debe reservarse para el final. 

5. Pues bien, ha sostenido esta Corporación
, y lo ha reiterado
-
, que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente. 
De otro lado, como regla general, al médico se le atribuye un compromiso frente a la comunidad y a sus pacientes, en tanto se le confían derechos personalísimos como la salud y la vida, por lo que su quehacer debe cumplirlo con esmero y cuidado, ya que “La medicina es una profesión que tiene como fin cuidar la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, no de orden económico-social, racial, político y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas que le son inherentes”. (art. 1°, Ley 23 de 1981). En virtud de ello, un débito esencial del galeno es poner al servicio del paciente todos sus conocimientos con el fin de preservar esos elementales derechos. 
Como lo que se adquiere es un compromiso de actuar dentro de los postulados legales y de la ciencia propia, de antaño se admite que la actividad médica involucra obligaciones de medio y no de resultado, a pesar de que, excepcionalmente, el galeno se pueda comprometer con este; por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo, deba probar su culpa.

Así lo tiene señalado de tiempo atrás el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria
, y lo ha reiterado recientemente, al decir que: 
La atención sistémica e integral de la salud, sin embargo, no es ajena a los errores, sean excusables e inexcusables. En el ámbito de estos últimos, con repercusiones jurídicas, aparecen los groseros, los culposos, los faltos de diligencia y cuidado, ergo, al ser injustificados, son susceptibles de ser reparados integralmente “in natura” o por equivalente, no así los primeros. 

Por esto, causada una lesión o menoscabo en la salud, con ese propósito, el afectado debe demostrar como elementos axiológicos integradores de la responsabilidad médica la conducta antijurídica, el daño y la relación de causalidad entre éste y aquélla, así como la culpabilidad, según la naturaleza de la responsabilidad (subjetiva u objetiva) o de la modalidad de las obligaciones de que se trata (de medio o de resultado). En el campo dicho, porque el artículo 26 de la Ley 1164 de 2007, alusiva al talento humano en salud, con la modificación introducida por el canon 104 de la Ley 1438 de 2011, establece que la relación médico-paciente “genera una obligación de medio” sobre la base de una competencia profesional, en clara distinción con las de resultado, estas últimas, en virtud de “estipulaciones especiales de las partes” (artículo 1604, in fine, del Código Civil).
La conceptualización reviste importancia con miras a establecer las cargas probatorias, respecto de los supuestos de hecho normativos y de las consecuencias jurídicas de su incumplimiento. En punto de las obligaciones de medio, es al demandante a quien le incumbe acreditar la negligencia, impericia o falta de cuidado de los facultativos, mientras en las de resultado, ese elemento subjetivo se presume.

En coherencia, para el demandado, el manejo de la prueba dirigida a exonerarse de responsabilidad médica, no es la misma. En las obligaciones de medio, le basta demostrar diligencia y cuidado (artículo 1604-3 del Código Civil); y en las de resultado, al descontarse el elemento culpa, le incumbe destruir el nexo causal entre la conducta imputada y el daño irrogado, mediante la presencia de un elemento extraño, como la fuerza mayor o el caso fortuito, la culpa exclusiva de la víctima o el hecho de un tercero.

La diferencia entre obligaciones de medio y de resultado, por lo tanto, sirve para facilitar y solucionar problemas relacionados con la culpa galénica y su prueba, sin perjuicio, claro está, de otras reglas de morigeración, cual ocurre en los casos de una evidente dificultad probatoria para el paciente o sus familiares, todo según las circunstancias en causa, introducidas ahora por el artículo 167 del Código General del Proceso.

6. En el caso de ahora, es claro que toda la intervención médica estuvo documentada y las partes tuvieron acceso a la historia clínica, a los testimonios y a la prueba pericial practicada, con lo que era viable valorar el haz demostrativo en conjunto, siguiendo las reglas de la sana crítica, para adoptar la decisión de fondo.

Dijo el funcionario de turno que quedó sin demostración que con la realización de la Colangiapancratografía Retrógada Endoscópica (CPRE) se hubiera cometido culpa alguna que se trasladara a la EPS demandada; o que al ingresar a las clínicas se le hubiera negado algún servicio o desatendido como se señala en la demanda; y analizó una por una las razones aducidas por los demandantes para señalar la responsabilidad, que descartó con la prueba documental, la testimonial y el dictamen rendido. 

En la sustentación del recurso en esta sede, insistió la parte demandante en estos argumentos: 

(i) Se requería con urgencia el examen de CPRE para definir una conducta quirúrgica y, sin embargo, la demora de la EPS en autorizarlo, fue el hecho detonante de la falla en la prestación del servicio en salud a la señora Diana María Álvarez Osorio. 
(ii) Se incumplieron los protocolos médicos cuando se ordenó el egreso de la paciente del centro hospitalario Cruz Verde Ltda. para que fuera ella quien gestionara ante la EPS la autorización del examen requerido con la connotación de urgencia. 
Quiere lo anterior significar que del soporte fáctico que contiene la demanda, en el que se involucraba también a la Clínica Central del Quindío S.A., que ahora ha quedado por fuera de debate, la cuestión se reduce a la atención dispensada entre el 16 y el 24 de diciembre de 2005. 
Ahora bien, no es materia de discusión, que el 16 de febrero de 2005, la paciente ingresó a la Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda.; que ese día, luego de un diagnóstico de colecistitis aguda, posible colédoco litiasis, se ordenó la CPRE urgente, para una posterior colecistectomía. Tampoco se disputa que el 17 de ese mismo mes, se ordenó su salida con la orden del examen CPRE, más incapacidad. Menos aún, que tal procedimiento se llevó a cabo el 23 de enero siguiente y que la paciente retornó a Pereira ese día y el 24 se le practicó la colecistectomía, luego de lo cual se agravó su condición por una pancreatitis severa y tuvo que ser trasladada otra vez a Armenia a la UCI. Eso se desprende, sin mucho tropiezo, de la historia clínica allegada por la misma entidad (f. 359 a 427, c. ppal 2).

A todo ello se refirió el Juzgado que analizó, una a una, las pruebas. Del testimonio de la doctora Ana Pérez Fernández, dedujo que la pancreatitis aguda que evidenció la paciente no tuvo origen en un procedimiento inapropiado, sino que era un riesgo de la CPRE, que se desarrolló de manera desafortunada, sin que en ello influyera una indebida atención o el desconocimiento de protocolos médicos. Esta versión, sin embargo, no constituye un testimonio técnico, en la medida en que la profesional no atendió a la paciente; por tanto, se muestra irrelevante para el caso, muy a pesar de la particular teoría en construcción que contiene la sentencia SC9193-2017, del 28 de junio de ese año, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, que hizo una distinción entre cuatro medios de prueba: el testimonio, el testimonio técnico, la prueba pericial, y lo que ahora se da en llamar los conceptos técnico científicos, que aportan expertos que acuden al proceso a dejar su impresión sobre aspectos generales, aun cuando no conozcan de los hechos motivo de investigación, ni hayan participado en los mismos. Y es intrascendente, en cuanto la restante prueba es suficiente y clara para definir la cuestión que se debate. 
En efecto, del testimonio de Harold Álvarez Cuéllar, médico anestesiólogo, resaltó que tuvo qué ver con la paciente cuando ingresó a la UCI con una pancreatitis aguda, que para el caso era multifactorial, es decir, producida por varias causas; asoció ese padecimiento con la CPRE realizada. 

De lo relatado por el médico Numa Pompilio Carvajal, quien valoró a la paciente luego de la CPRE, destacó que fue el cuadro de pancreatitis el que llevó a la paciente a una falla multisistémica y su posterior muerte. Frente a esa complicación, dijo, se tomaron todas las medidas del caso, pero fue de tanta severidad que no se obtuvo respuesta favorable. 

Sobre la versión de Héctor Fabio Gómez Ocampo, médico general que recibió a la paciente luego de realizada la CPRE, resaltó que inicialmente la evolución fue satisfactoria, sin signos de inestabilidad hemodinámica, solo persistencia del dolor abdominal, y el cirujano recomendó que estuviera en observación por 48 horas. 

De estos testimonios técnicos, que lo fueron, por cuanto los galenos atendieron a la paciente, concluyó que la patología causante de la muerte de Diana María Álvarez Osorio no tiene un origen claro, pudo ser un riesgo asociado a la CPRE. 

Enseguida analizó la prueba pericial. Inicialmente, mencionó lo dicho por el gastroenterólogo endoscópico Mario Santacoloma Osorio, quien adujo que la atención que se le dispensó a la paciente fue oportuna y adecuada, en la que participaron diferentes disciplinas médicas con los más altos estándares de calidad; que, respecto de la pancreatitis, que es una inflamación del páncreas, su etiología es diversa, sin embargo, en una gran parte la coledocolitiasis y la colecistitis son causantes de la misma, máxime en las mujeres; sus síntomas pueden ser variados, y su evolución puede ser leve, caso en el cual se controla el dolor, se asegura un adecuado control de líquidos y electrolitos y se procura restablecer en forma temprana la alimentación; pero también puede ser de extrema gravedad, como ocurrió en este caso, donde el tratamiento suele ser de alta complejidad.

Y luego, lo que expuso el especialista en cirugía, obesidad y video laparoscopia Jairo Ramírez Palacio, quien, para lo que ahora interesa, señaló que determinar si la pancreatitis aguda fue consecuencia de la CPRE, tiene una alta probabilidad, sin embargo, no todos los pacientes post-CPRE, desarrollan cuadros severos de pancreatitis aguda; y agregó que al ingreso de la paciente el 16 de diciembre de 2016, refería dolor cólico en hipocondrio derecho, sin otros hallazgos que sugirieran una pancreatitis, este cuadro lo desarrolló con posterioridad a la CPRE. También explicó que un paciente con colecistitis y colelitiasis se puede manejar en forma ambulatoria, con tratamiento médico, y ser intervenida en tres o cuatro semanas, cuando el episodio haya cedido. Y reiteró que en el caso de esta paciente, el cuadro inicial no era de pancreatitis, este se produjo como complicación de la CPRE. 

De ese conjunto de pruebas concluyó el funcionario de primer grado que sin demostración quedó el reproche culpabilístico que se le enrostra a las demandadas y ello conlleva, necesariamente, la inexistencia del nexo causal entre la conducta de los galenos que la atendieron y su posterior fallecimiento, pues todo ocurrió producto de la CPRE realizada, con posterioridad a la cual se desarrolló la pancreatitis que, por su severidad, se tornó inmanejable. 

Efectuado este recuento, vuelve la vista la Sala a lo que fueron los reparos de los demandantes frente al fallo, que someramente se desarrollaron en esta sede. Y al hacerlo, advierte una primera cosa, determinante, además, para el resultado final: que ninguna crítica se le hace al fallo en lo que a la valoración de las pruebas se refiere, es decir, no se aduce ninguna razón por la cual, según los demandantes, el juez de primer grado, se hubiese equivocado en esa apreciación, lo cual era importante para determinar el rumbo que debía tomar esta Corporación. 

Todo lo que se hace es resaltar el contenido de la historia clínica, que fue tenido en cuenta, aludir a unos protocolos y señalar que la carga de la prueba en este caso ha debido estar a cargo de las entidades. 
Sobre este último aspecto, ya se dijo que en este preciso evento, la obligación de probar radica, principio, en el demandante, por tratarse de una responsabilidad con culpa probada. Y se insiste en que, al margen de la flexibilización de esa carga, que ahora se concreta en el nuevo estatuto procesal civil, tal alternativa era innecesaria, porque toda la prueba en que podía fundarse el fallo adoptado, fue allegada al expediente: documentos, testimonios, dictámenes, con la contribución, claro está, de ambas partes, más de las demandadas que de los demandantes, si se quiere. 

Y si ello es así, en vista de que la apreciación de la prueba no fue objeto de réplica por los recurrentes, las conclusiones del juez tendrían que quedar incólumes. 
No obstante ello, si la Sala tuviera que adentrarse en el análisis del acervo, ninguna conclusión distinta podría obtenerse, porque la historia clínica, los testimonios aludidos y, en particular, la prueba pericial, apuntan a que la tardanza en la realización de la CPRE de unos días, ninguna incidencia directa tuvo en el deceso final de la paciente, que lo fue por una pancreatitis aguda que desarrolló, precisamente, después de la realización de ese examen. 

No está por demás recordar, que en los procesos de responsabilidad médica, sin llegar a concluir que se trata de una tarifa legal, o que sea la única prueba idónea, es lo cierto que un dictamen pericial es de suma relevancia, en la medida en que el juez carece de conocimientos técnicos o científicos que le permitan, en general, percibir cuál ha debido ser el tratamiento adecuado para un paciente, o determinar la causa de una muerte. Por ello, repite la Corte, en la última sentencia citada, que “Existiendo en la materia libertad probatoria, al ser el juez ajeno al conocimiento médico, la Corte tiene sentado que “(…) un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán  ilustrar (…) sobre las reglas (…) que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga (…)”
… Las historias clínicas y las fórmulas médicas, por lo tanto, en línea de principio, por sí, se insiste, no serían bastantes para dejar sentado con certeza los elementos de la responsabilidad de que se trata, porque sin la ayuda de otros medios de convicción que las interpretara,  andaría el juez a tientas en orden a determinar, según se explicó en el mismo antecedente inmediatamente citado, “(…) si lo que se estaba haciendo en la clínica era o no un tratamiento adecuado y pertinente según las reglas del arte (…)”.”
En el suceso que nos ocupa, los reproches que se hacen a las demandadas acerca de que retardaron la práctica del examen CPRE y que dieron de alta a la paciente mientras se le realizaba, carecen de relevancia en el desenlace final que fue la muerte, en vista de que, lo dijeron los peritos, fue después de su concreción que se hizo patente uno de los riesgos probables de la misma, que era la pancreatitis, tan severa en Diana María, que fue imposible revertir sus trágicos efectos, en lo cual, ninguna culpa puede atribuirse a la EPS o a la IPS demandadas. A más de ello, tampoco el nexo causal fue acreditado. 
Por tanto, la decisión de primera instancia será confirmada. 

Las costas en esta sede, serán a cargo de los recurrentes y a favor de los demandados. Se liquidarán en primera instancia, de manera concentrada, siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP. Las agencias en derecho se fijarán en auto separado. 
DECISIÓN 
 
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 15 de febrero de 2017, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en este proceso ordinario de responsabilidad médica que Álvaro Erned Álvarez Encizo y María Rosalba Osorio Orozco adelantan contra Humana Vivir S.A. EPS ARS, la Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda. y la Clínica Central del Quindío S.A., al que fueron llamadas en garantía Suramericana de Seguros S.A. y la misma Clínica Central del Quindío S.A. 

Costas de segundo grado a cargo de los recurrentes y a favor de los demandados Humana Vivir S.A. EPS y Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde Ltda. Se liquidarán en primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP. Por separado se fijarán las agencias en derecho. 
 
Notificación en estrados 
 
Los Magistrados, 
 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
    
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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